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LEGISLACIÓN Y POLÍTICA NACIONAL
 

•	 Decreto Legislativo N.° 653, Código Penal peruano.

	{ Artículo 104: Privación de beneficios obtenidos por infracción 
penal a personas jurídicas.- El Juez decretará, asimismo, 
la privación de los beneficios obtenidos por las personas 
jurídicas como consecuencia de la infracción penal 
cometida en el ejercicio de su actividad por sus funcionarios 
o dependientes, en cuanto sea necesaria para cubrir la 
responsabilidad pecuniaria de naturaleza civil de aquéllos, si 
sus bienes fueran insuficientes.

	{ Artículo 105: Medidas aplicables a las personas jurídicas.- Si 
el hecho punible fuere cometido en ejercicio de la actividad 
de cualquier persona jurídica o utilizando su organización 
para favorecerlo o encubrirlo, el Juez deberá aplicar todas o 
algunas de las medidas siguientes:

1.	 Clausura de sus locales o establecimientos, con carácter 
temporal o definitivo. La clausura temporal no excederá 
de cinco años.

2.	 Disolución y liquidación de la sociedad, asociación, 
fundación, cooperativa o comité.

3.	 Suspensión de las actividades de la sociedad, asociación, 
fundación, cooperativa o comité por un plazo no mayor 
de dos años.

4.	 Prohibición a la sociedad, fundación, asociación, 
cooperativa o comité de realizar en el futuro actividades, 
de la clase de aquellas en cuyo ejercicio se haya cometido, 
favorecido o encubierto el delito. 
La prohibición podrá tener carácter temporal o definitivo. 
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La prohibición temporal no será mayor de cinco años.
5.	 Multa no menor de cinco ni mayor de quinientas unidades 

impositivas tributarias.

Cuando alguna de estas medidas fuera aplicada, el Juez 
ordenará a la autoridad competente que disponga la 
intervención de la persona jurídica para salvaguardar los 
derechos de los trabajadores y de los acreedores de la 
persona jurídica hasta por un período de dos años.
El cambio de la razón social, la personería jurídica o la 
reorganización societaria, no impedirá la aplicación de estas 
medidas.

	{ Artículo 105-A: Criterios para la determinación de las 
consecuencias aplicables a las personas jurídicas.- Las 
medidas contempladas en el artículo anterior son aplicadas 
de forma motivada por el juez, en atención a los siguientes 
criterios de fundamentación y determinación, según 
corresponda:
1.	 Prevenir la continuidad de la utilización de la persona 

jurídica en actividades delictivas.}
2.	 La modalidad y la motivación de la utilización de la 

persona jurídica en el hecho punible.
3.	 La gravedad del hecho punible realizado.
4.	 La extensión del daño o peligro causado.
5.	 El beneficio económico obtenido con el delito.
6.	 La reparación espontánea de las consecuencias dañosas 

del hecho punible.
7.	 	 La finalidad real de la organización, actividades, 

recursos o establecimientos de la persona jurídica.
La disolución de la persona jurídica se aplica siempre que 



NORMATIVA

19

resulte evidente que ella fue constituida y operó habitualmente 
para favorecer, facilitar o encubrir actividades delictivas.

•	 Ley N.° 30424, Ley que regula la responsabilidad administrativa de 
las personas jurídicas por el delito de cohecho activo transnacional. 

•	 Decreto Supremo N.º 002-2019-JUS, Reglamento de la Ley N.º 
30424, Ley que regula la responsabilidad administrativa de las 
personas jurídicas.

•	 Decreto Legislativo N.° 1352, Decreto Legislativo que amplía la 
responsabilidad administrativa de las personas jurídicas.

•	 Ley N.° 30835, Ley que modifica la denominación y los artículos 
1, 9 y 10 de la Ley 30424, Ley que regula la responsabilidad 
administrativa de las personas jurídicas por el delito de cohecho 
activo transnacional.

•	 Ley N.° 31740, Ley que modifica la Ley 30424, Ley que regula la 
responsabilidad administrativa de las personas jurídicas, para 
fortalecer la normativa anticorrupción referida a las personas 
jurídicas y promover el buen gobierno corporativo.

	{ Artículo 1.- Modificación de la Ley 30424, Ley que regula la 
responsabilidad administrativa de las personas jurídicas

	{ Se modifican el título y los artículos [...] 3 [...] de la Ley 30424, 
Ley que regula la responsabilidad administrativa de las 
personas jurídicas, en los siguientes términos:

	{ Artículo 3. Responsabilidad administrativa de las personas 
jurídicas

	{ Las personas jurídicas son responsables administrativamente 
por los delitos señalados en el artículo 1, cuando estos hayan 
sido cometidos en su nombre o por cuenta de ellas y en su 
beneficio, directo o indirecto, por:
a.	 Sus socios, directores, administradores de hecho o 
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derecho, representantes legales o apoderados de la 
persona jurídica, o de sus filiales o subsidiarias, bajo 
cualquiera de las modalidades de autoría y participación 
previstas en el Código Penal.

b.	 La persona natural que, estando sometida a la autoridad y 
control de las personas mencionadas en el literal anterior, 
haya cometido el delito bajo sus órdenes o autorización.

c.	 La persona natural señalada en el literal precedente, 
cuando la comisión del delito haya sido posible porque 
las personas mencionadas en el literal a. han incumplido 
sus deberes de supervisión, vigilancia y control sobre 
la actividad encomendada, en atención a la situación 
concreta del caso.

Las personas jurídicas que tengan la calidad de matrices 
serán responsables y sancionadas siempre que las personas 
naturales de sus filiales o subsidiarias, que incurran en 
cualquiera de las conductas señaladas en el primer párrafo, 
hayan actuado bajo sus órdenes, autorización o con su 
consentimiento.
Las personas jurídicas no son responsables en los casos en 
que las personas naturales indicadas en el primer párrafo 
hubiesen cometido los delitos previstos en el artículo 1, 
exclusivamente en beneficio propio o a favor de un tercero 
distinto a la persona jurídica.

•	 Ley N.° 30737, Ley que asegura el pago inmediato de la reparación 
civil a favor del Estado en casos de corrupción y delitos conexos.

•	 Decreto Legislativo N.°  1372, Decreto Legislativo que regula la 
obligación de las personas jurídicas y/o entes jurídicos de informar 
la identificación de los beneficiarios finales.
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•	 Resolución SMV N.º 006-2021-SMV-01, Aprueban los «Lineamientos 
para la Implementación y Funcionamiento del Modelo de 
Prevención».

•	 Ley N.° 29976, Ley que crea la Comisión de Alto Nivel Anticorrupción. 
•	 Decreto Supremo N.° 089-2013-PCM, Aprueban Reglamento de la 

Ley Nº 29976, Ley que crea la Comisión de Alto Nivel Anticorrupción
•	 Ley Nº 30077, Ley contra el crimen organizado.
•	 Decreto Legislativo Nº 1106, Decreto Legislativo de lucha eficaz 

contra el lavado de activos y otros delitos relacionados a la minería 
ilegal y el crimen organizado. 

•	 Decreto Legislativo Nº 1307, Decreto Legislativo que modifica 
el Código Procesal Penal para dotar de medidas de eficacia a la 
persecución y sanción de los delitos de corrupción de funcionarios 
y de criminalidad organizada

INSTRUMENTOS INTERNACIONALES

•	 Convención Interamericana contra la Corrupción
•	 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción
•	 Convención para Combatir el Cohecho de servidores públicos 

extranjeros en transacciones comerciales internacionales de la 
OCDE.

NORMATIVA COMPARADA
Argentina:
•	 Ley N.° 27.401, Ley de Responsabilidad penal de las personas 

jurídicas privadas.

Chile:
•	 Ley N.° 20.393, Ley que establece la responsabilidad penal de las 

personas jurídicas en los delitos que indica.



CUADERNO PARA LA  DEFENSA 
JURÍDICA DEL ESTADO: 

DETERMINACIÓN CONCEPTUAL, 
SISTEMA DE RESPONSABILIDAD Y 

REPARACIÓN DEL DAÑO AMBIENTAL

22

Ecuador:
•	 Artículo 49 del Código Orgánica Integral Penal.- Responsabilidad 

de las personas jurídicas.

España:
•	 Ley Orgánica 5/2010, que modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 

23 de noviembre, del Código Penal.


